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INFORME No. 72/13
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 742-02

ECUADOR

16 de julio de 2013
PRESUNTAS VÍCTIMAS:
María Mercedes Burga Velásquez 
PETICIONARIA: 
María Mercedes Burga Velásquez, Edwin Mauricio Vásquez Ipiales 
VIOLACIONES ALEGADAS:
Violación por parte del Estado Ecuatoriano a su derecho a la libertad personal, al derecho a las garantías procesales al haber sido detenida injustamente.

FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:

27 de junio de 2002

I.
POSICIÓN DE LA PETICIONARIA

1. La Peticionaria alegó que en fecha 06 de agosto de 2001 el Sr. Luis Fabián Cotacachi Guevara habría sido detenido en el Aeropuerto Internacional de Quito por portar cápsulas llenas de cocaína dentro de su cuerpo, posteriormente este habría sido trasladado al Hospital Pablo Arturo Suárez para una toma radiográfica. Al evidenciarse objetos extraños en su cuerpo fue conducido a la Jefatura Antinarcóticos de Pichincha para el inicio de las investigaciones correspondientes, bajo la custodia de los agentes policiales, el detenido habría expulsado un total de 52 cápsulas dando un peso aproximado de 612 gramos de cocaína. Posteriormente, a razón de las declaraciones vertidas por el Sr. Cotacachi se giró orden de captura en contra del Sr. Segundo Rafael Caranqui Andrango, varios otros supuestos involucrados y la Sra. María Mercedes Burga Velásquez por una supuesta complicidad con la banda de narcotraficantes. 
2. La Peticionaria alegó haber sido detenida el 09 de agosto de 2001 sin que ella hubiese cometido ilícito alguno, ya que sostiene haber sido detenida por supuestas falsas declaraciones del Sr. Cotacahi al confundirla como cómplice de una de las personas implicadas (su prima Vilma Yolanda Anguaya Anrango) en la comisión del delito de tráfico de drogas.  
3. Asimismo, la Peticionaria argumentó y sostuvo haber presentado como recursos internos, en primer lugar, el 26 de octubre de 2001 un recurso de habeas corpus, el cual habría sido negado; de la misma forma, habría presentado un recurso de Amparo de Libertad ante la Presidencia de la Corte Superior de Justicia, recurso que también habría sido negado. Por último, en fecha 27 de diciembre de 2001 el Juez Décimo Cuarto de lo Penal de Pichincha, determinó el sobreseimiento del proceso revocando la orden de prisión preventiva y ordenando la inmediata libertad de la Peticionaria.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

4. El Estado alegó que la petición debe ser declarada inadmisible por falta de agotamiento de los recursos internos, pudiéndose haber interpuesto. En primer lugar, el recurso de amparo de libertad contemplado en el Código de Procedimiento Penal, por el cual la Sra. Burga tenía este recurso a su disposición en caso de considerarse detenida de forma ilegal o por abuso de alguna autoridad; y en segundo lugar el recurso de apelación en contra de la resolución del Alcalde que negó el Recurso de habeas corpus, prevista por el articulo 31 de la Ley de Control Constitucional. 

5. Ambos recursos son invocados por el Estado como adecuados y eficaces en caso de haberse cometido supuestas violaciones a la libertad personal de la peticionaria, mismos que podían haber ordenado su inmediata puesta en libertad.

6. Asimismo, el Estado manifestó que la peticionaria alegó violaciones a las garantías judiciales en cuanto a que no se habrían respetado los plazos razonables para juzgar y determinar finalmente su puesta en libertad. Al respecto, sostuvo que la jurisprudencia (Tribunal Europeo de Derechos Humanos) no ha fijado un cuantum preciso para la duración de los procesos, sino que habrían establecido y determinado criterios a tenerse en cuenta en los casos concretos.

7. Por último, manifestó que la Peticionaria siempre tuvo derecho a una defensa justa, a un juicio justo y acceso libre al aparato jurisdiccional, y que en ningún momento se le privó ni se le impidió que ejerciera su derecho a ser escuchada en igualdad de condiciones frente a todos los órganos competentes.

III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

8. El 27 de junio de 2002, la CIDH recibió la petición y la registró bajo el número 742-02, luego de una solicitud de información adicional a la peticionaria y que ésta remitiera su respuesta el 15 de julio de 2003, la CIDH transmitió copia de la denuncia al Estado el 26 de julio de 2004, otorgándole el plazo de dos (2) meses para que presentara respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH entonces vigente. El Estado presentó sus observaciones el 9 de marzo de 2009.

9. El 12 de mayo de 2009, la CIDH transmite a la Peticionaria las observaciones aportadas del Estado para que en el plazo de un (1) mes presente las suyas. El 15 de junio de 2010, la CIDH reitera a la Peticionaria la solicitud de información efectuada el 12 de mayo de 2009; y por último, el 24 de febrero de 2012 solicita información actualizada para determinar si subsisten los motivos de la petición. En esta comunicación, se le informó que de no recibirse dicha información dentro del plazo de un (1) mes, la misma se podría archivar conforme lo dispuesto por el articulo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el articulo 42 del Reglamento de la CIDH.  

IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

10. Tanto el artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, como el artículo 42.1 del Reglamento de la CIDH establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.

11. En el presente caso han pasado 10 años desde la última comunicación de la Peticionaria, y a pesar de las solicitudes de información actualizada, formuladas el 15 de junio de 2010 y 24 de febrero de 2012 la CIDH no ha recibido a la fecha la información necesaria para completar el análisis y el trámite de la presente petición.
12.
En consecuencia, la Comisión no cuenta con los elementos necesarios para determinar si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original ni para formular una decisión final sobre la violación de derechos humanos alegados, por lo que, de conformidad con las normas del procedimiento citado, decide archivar la presente petición.

13. En estas circunstancias, y en vista de que la información disponible no es suficiente para adoptar una decisión sobre admisibilidad o inadmisibilidad de la petición, la CIDH decide archivarla de conformidad con los artículos 48.1.b de la Convención Americana y 42.1 de su Reglamento.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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